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Dictamen del Foro para la Integración Social de los Inmigrantes sobre 

el proyecto de Real Decreto por el que se modifica el reglamento de la 

Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 

los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por 

Ley Orgánica 2/2009, aprobado por el Real Decreto 557/2011, de 20 

de abril. 

 

El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes De conformidad con las 

competencias atribuidas al Foro para la Integración Social de los Inmigrantes 

por el artículo 70 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero sobre derechos y 

libertades de los extranjeros en España y su integración social, así como por el 

artículo 3.3 del Real Decreto 3/2006, de 16 de enero, modificado por Real 

Decreto 1164/2009, de 10 de julio, por el que se regula la composición, 

competencias y régimen de funcionamiento del Foro para la Integración Social 

de los Inmigrantes; 

 

Una vez examinada la propuesta sobre el proyecto de Real Decreto por el 

que se modifica el reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 

enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009, aprobado 

por el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril. 

 

Ha aprobado, en la reunión del Pleno de 26 de julio de 2013, el presente 

Dictamen 

 

 

CONSIDERACIONES GENERALES. 

 

Según establece en su exposición de motivos el proyecto de Real Decreto tiene 

como finalidad completar, vía reglamentaria, la trasposición de la Directiva 

2001/51/UE, de 11 de mayo por la que se modifica la Directiva 2003/109/CE 

del Consejo, con objeto de desarrollar el contenido de la Disposición final 

segunda de la Ley Orgánica 4/2013, de 28 de junio, de reforma del consejo 

General del Poder Judicial, que modificó los artículos 52 y 57 de la Ley Orgánica 

4/2000 de 11 de enero. 
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Antes de entrar a valorar el proyecto de Real Decreto en sí, el Foro quiere 

destacar que la reforma realizada en la ley de extranjería por la Disposición 

final segunda de la Ley Orgánica 4/2013, de 28 de junio, de reforma del 

Consejo General del Poder Judicial, a pesar de tratarse de una reforma de de 

Ley Orgánica, no se solicitó informe previo del Foro.  

En lo referente a la garantía del principio de no devolución de aquellas personas 

que tuvieron reconocida la protección internacional y optaron para adquirir la 

residencia de larga duración en aquellos supuestos en los que pierden ésta. 

Entendemos que dicho principio no queda suficientemente garantizado en 

aquellos casos en los que la concesión de protección internacional fue concedida 

por Reino Unido, Irlanda o Dinamarca, puesto que a estos países no se les 

aplica el contenido de la directiva por lo que en caso de que se pierda la 

residencia de larga duración y sea uno de estos estados quien concediera 

originariamente la protección internacional, entendemos que la persona en 

quien concurra dicha circunstancia podría ser devuelta a su país de origen sin 

tener en cuenta si las circunstancias que dieron lugar a la concesión de la 

protección internacional subsisten o no. 

La reforma ha introducido un nuevo párrafo 11 en el artículo 57 de la LO 

4/2000 que prevé que España pueda expulsar a un país distinto de aquel que 

concedió la protección  (no aclara si dicho país debe formar parte de la UE o 

puede ser un país extracomunitario) en aquellos casos en los que se aprecie un 

peligro para la seguridad de España o habiendo sido condenado por un delito de 

especial gravedad constituya un peligro para España, conceptos jurídicos 

indeterminados que pueden dar lugar a la pérdida de la condición de refugiado 

o de protección subsidiaria. 

Todos estos extremos, enormemente preocupantes y sobre los que no se ha 

pronunciado el FISI no aparecen recogidos vía reglamento, que se limita a 

regular las formas de adquisición de la residencia de larga duración por parte 

de aquellas personas beneficiarias de protección internacional. 

En lo referente al texto del articulado. 

Respecto a la modificación del artículo 152.1.a) 1º y 2º 

En relación con la propuesta de referencia, señalar que podría refundirse en uno 

solo, los dos supuestos anteriores, estableciendo la diferencia únicamente en el 
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hecho de que el reconocimiento de la protección internacional se hubiera 

producido en España o en otro Estado miembro de la Unión Europea. 

 

Respecto a la exigencia de recursos económicos, debe eliminarse en relación al 

apartado b) la exigencia de los mismos en los supuestos de reconocimiento de 

la condición de refugiado. 

 

La Directiva 2011/51 es una norma de mínimos, por lo que la administración 

española no tiene obligación de ceñirse a ese requisito, y todo ello, 

consideramos que, existen diferencias significativas entre las personas 

beneficiarias de protección internacional y las residentes que justifican estén 

exentas de dicho requisito. Las primeras no pueden retornar a sus países, el 

acceso a la protección no tiene en cuenta los medios económicos, requisito 

imprescindible para las personas residentes, por consiguiente no resulta 

congruente la exigencia para las personas refugiadas. 

 

En este contexto diferenciado, la coherencia implica tener en cuenta los 

requisitos específicos para la extensión/reagrupación familiar que establece la 

Ley 12/2009 de 30 de octubre reguladora del derecho de asilo y de la 

protección subsidiaria, diferenciados respecto a los establecidos para la 

reagrupación familiar por extranjería. 

 

Como se puede deducir del tenor literal de la Directiva, la misma no establece 

que el plazo deba contabilizarse al 50% del periodo, toda vez que la misma 

recoge la expresión al menos la mitad del período. Se podría afirma a sensu 

contrario que la voluntad del legislador comunitario es establecer un marco 

mínimo que todas las legislaciones nacionales deben cumplir a la hora de 

contabilizar el periodo de estancia en el que permanecen los solicitantes de 

Protección Internacional hasta que obtiene una resolución favorable de 

Protección, computable para obtener la residencia de larga duración.  

 

En otros supuestos de estancia como la autorización con fines de estudios o de 

formación profesional, el artículo 4.2 de la Directiva 2003/109/CE sí establece 

textualmente que el plazo deberá contabilizarse al 50%. Sin embargo, como 

hemos señalado anteriormente en el caso de los beneficiarios de protección 

internacional, la Directiva establece textualmente al menos la mitad del 

período. Esta diferenciación entre la valoración que se realiza para un periodo 
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de estancia por estudios o formación profesional y un periodo de estancia como 

solicitante de protección internacional no es casual. 

 

En la práctica, la mayoría de los Estados han adoptado un procedimiento de 

reconocimiento de la Protección Internacional, durante el cual recibe la 

denominación de “solicitante de Protección Internacional”.  Es necesario notar 

que el reconocimiento de la condición de refugiado es meramente declarativo y 

no constitutivo. Es decir, un refugiado lo es desde el momento en el que se dan 

en él las circunstancias que especifica la Convención de Ginebra, 

independientemente de su reconocimiento o no por parte del Estado, y por lo 

tanto es titular de los derechos que le reconoce la Convención de Ginebra 

incluso en ausencia de reconocimiento formal de su condición. 

 

Respecto a la modificación del artículo 153: la letra c) del aparatado 2. 

 

“Para beneficiarios de protección internacional, documentación acreditativa de 

los períodos de residencia previa en el Estado miembro que le concedió la 

protección internacional.” 

 

Debería eliminarse la referencia de la letra d) en relación a las personas 

beneficiarias de protección internacional. 

 

Respecto a la modificación del artículo 153.5. 

La Directiva 2011/51, respecto a los supuestos de segundo estado miembro 

que expide un permiso de residencia de residente de larga duración a un 

residente de larga duración UE que en su permiso tiene la observación 

“protección internacional concedida por (otro estado miembro) con fecha de…”, 

se establece que ha de anotarse la misma observación, a no ser que consultado 

el primer estado miembro, haya retirado la protección internacional por decisión 

firme. Sin embargo en el proyecto de trasposición, únicamente se hace 

referencia a que no se procederá a dicha anotación “de no continuar vigente 

dicha condición”, un término, que además de indeterminado, no corresponde 

con el espíritu de la Directiva que, entendemos, se refiere a la retirada de dicha 

condición, una vez agotados los recursos administrativos y/o judiciales que 

pudiera interponer el beneficiario de protección internacional. 
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En el primer párrafo de la página 4, se sugiere añadir de forma explícita que si 

el Estado Miembro que le concedió la protección internacional, no contesta en el 

plazo de un mes se entiende que permanece en esa condición, para mayor 

seguridad jurídica. Debería además incluirse una referencia a lo establecido en 

el artículo 42.2 de la Ley de 12/2009 para clarificar, que es posible que la 

persona haya cesado en su condición de refugiado pero esto no impedirá la 

situación de residencia conforme a la legislación de extranjería, ahora ya 

aplicable.  

 

Respecto a la modificación del artículo 166. 

 

En el proyecto de Real Decreto, la inclusión del apartado e) en este articulo, 

hace referencia exclusivamente a los supuestos de cese, revocación, 

finalización, denegación de la renovación de la protección cuando la misma ha 

sido concedida por otro Estado Miembro, no a lo que sucede en el caso de que 

haya sido España el Estado que ha concedido dicho estatuto. 

Por otra parte, la Directiva no obliga “los Estados Miembros podrán retirar el 

estatuto de residente de larga duración”; la trasposición ha optado por la 

medida más dura, sin establecerse tampoco, que sucede en los casos de 

extinción de la autorización de residencia de larga duración-UE.  

Entendemos por ello que la modificación reglamentaria va más allá de la 

voluntad del legislador comunitario, al establecer no una posibilidad de 

revocación como establece la directiva, sino la consecuencia directa de la 

revocación. Por esta razón entendemos que sería más adecuado transponer el 

tenor literal de la directiva. 

 

Con respecto a la nueva letra e) del artículo 166 propuesto, sugerimos que se 

añada, “siempre y cuando no le corresponda el estatuto de larga 

duración por su tiempo de residencia en España”.  

 


